Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir al profesor doctor Miguel 
Langón, a quien se le ha requerido opinión con relación a la reforma de la parte general del Código 
Penal, que es lo que hasta el momento se ha recibido de la Comisión respectiva. Aclaro que dicha 
Comisión entiende que podría modificarse la parte general de un modo exclusivo. 


La consulta específica es sobre la eliminación del concepto de faltas, más allá de los 
comentarios que desee realizar sobre el proyecto en consideración. 


SEÑOR LANGÓN.- Agradezco a la Comisión de Constitución y Legislación del Senado el alto honor 
que me confiere al requerir mi opinión sobre este importante proyecto en el que han colaborado con 
esfuerzo muchos colegas y amigos. 


Si la Comisión me lo permite, para contestar sobre el problema de las faltas tendría que 
contextualizarlo tomando en cuenta la visión que tengo, en términos generales, de todo el proyecto, 
porque creo que hay muchos aspectos que valdría la pena que la Comisión considerara y que me da la 
impresión que pueden haber pasado un poco desapercibidos, aunque otros ya han sido vistos. 


El Código Penal de 1934, como todos los señores Senadores conocen, ha tenido una virtud 
que es su unidad de sentido, porque respondió a una sola persona, lo cual es algo casi atípico. Si bien 
casi todos los códigos tienen un codificador, éste se aprobó a tapas cerradas y, para bien o para mal, 
ha podido sortear los 70 años largos que tiene, en buena medida, en base a que es el código de 
Irureta. 


Como sucede con el resto de las situaciones, creo que hay que considerar la eliminación de 
las faltas en conjunto. Me parece que no es lo más adecuado eliminar las faltas y las medidas 
eliminativas de seguridad, así como desproteger en muy buena medida en materia de circunstancias 
agravantes y hacer reformas parciales en la parte general y no en la parte especial, que incluye 
además aspectos provisionales -por ejemplo, el régimen de extradición y el sistema de libertades- que 
son temas que quedan ad referendum de lo que haga la Comisión de Reforma del Código de Proceso 
Penal. De modo que si la Comisión me lo permite, voy a hacer un comentario un poco más general del 
que se me había pedido al principio. Naturalmente, en ese contexto también me voy a referir a las 
faltas. 


Con respecto al artículo 22 de la Ley de Humanización y Modernización del Sistema 
Carcelario, se le pidió a la Comisión que estableciera las bases y que incluyera normas ejemplarizantes 
con relación a la persecución del crimen organizado. Sé que en estos días están entrando al 
Parlamento proyectos de ley que tienen en cuenta el crimen organizado. Por lo tanto, desde el inicio 
tenemos una legislación penal del crimen organizado que no está referida en el Código porque allí no 
hay medidas ejemplarizantes con relación a este tema. A mi entender, en términos generales, hay una 
baja de defensa del Estado. 


En la parte dogmática hay hallazgos y actualizaciones que son magníficas -en ese punto no 
tengo problemas- como son, por ejemplo, las teorías del error o la consideración del dolo. Noto una 
importante disminución de la defensa social frente al crimen en algunos ítems que no 
necesariamente siguen un orden de importancia, sino por el lugar en que aparecen en la normativa. 
Por ejemplo, se elimina toda incriminación de la proposición, que es una etapa anterior al momento de 
ejecución: proposición, conspiración y actos preparatorios. ¿Por qué se elimina la proposición? ¿Qué 
delitos castiga la proposición? Se castiga en dos oportunidades: en los delitos de traición -artículo 137- 
y en el atentado contra la vida del Presidente de la República. Actualmente se castiga la mera 
proposición de dar muerte al Presidente de la República, pero ahora se pretende eliminar y no sé por 
qué. También se elimina la disposición que permite la técnica de investigación del crimen organizado a 
través del agente provocador o agente encubierto, que es una de las cosas que viene en el proyecto 


de ley que ingresa al Senado. Esto ya había sido introducido en el Parlamento. Tenemos un esbozo de 
agente provocador, agente encubierto, precisamente, para persecución del delito organizado, y eso se 
elimina. 


En materia de extradición -que podría ser, casi, materia de Derecho procesal- legislamos en 
el Código Penal y después lo repetimos en el Código del Proceso generando la consabida situación de 
leyes que se suceden en el tiempo y que pueden no ser exactamente iguales. Ahora bien; si se va a 
modificar la extradición, sería bueno aclarar algunas cosas, como, por ejemplo, que queda sin definir 
quién debe decidir negarla. ¿Cuál es el sistema que tenemos? ¿Es puramente judicial, mixto o 
administrativo? Creo que es un sistema mixto. Nunca se dijo claramente -y pienso que hay que 
hacerlo- que hay dos posibilidades muy graves de negar la extradición. Se niega por razones de orden 
público o por pensar, seriamente, que existen indicios de que el país requirente va a someter a un juicio 
injusto a la persona o que va a ser perseguida por razones políticas. ¿Quién hace ese juicio? No lo 
puede hacer el Juez de la causa porque es un juicio netamente político. Si lo hace el Juez de la causa 
habría que decirlo y, eventualmente, se le daría a un tribunal penal una prerrogativa política porque 
compromete las relaciones internacionales del Estado. Por ello, pienso que tendría que ser la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Poder del Estado, o el Poder Ejecutivo, que es el que maneja las 
relaciones exteriores. Digo que en materia de extradición se deja sin definir quién debe decidir negarla 
cuando corresponde, porque puede menoscabar el interés público -artículo 12 del proyecto de ley- o 
cuando se tuvieran razones para suponer que se pidió con finalidad persecutoria o por motivos 
discriminatorios. Entonces, ¿cómo un Juez de la causa va a juzgar las intenciones que tiene el Estado 
extranjero? ¿Cómo va a juzgar si hay una finalidad persecutoria? Eso podría dar lugar a represalias o a 
un malestar internacional. Por eso, reitero, entiendo que se trata de un sistema mixto. Obviamente, es 
cómodo para el Poder Ejecutivo decir que se trata de un problema judicial y, por ende, que lo resuelvan 
los Jueces. Entonces, hay que decir claramente que lo tiene que resolver la Suprema Corte de Justicia, 
pero más que como órgano jurisdiccional, como Poder del Estado; es la Corte, en materia 
internacional, quien debe decidir no entregar a una persona, aunque estén dadas todas las condiciones 
para ello, por sospecharse que el otro Estado no va a realizar un juicio justo. 


Por el artículo 21 del proyecto se eliminan los delitos de peligro abstracto y creo que todos 
los delitos de peligro lo son. La diferencia entre peligro concreto y abstracto, filosóficamente me parece 
que no funciona y tengo algún trabajo escrito al respecto. Si las conductas puestas en movimiento no 
dan el resultado buscado, es porque no podían darlo. Ese ejemplo lo da el doctor Vaz Ferreira en 
alguno de sus trabajos. En pleno verano se puede prender una fogata en medio de un bosque de 
pinos, luego de una sequía de tres meses y no desatarse el incendio. La conducta fue peligrosa, pero, 
en realidad, lo fue normativamente porque fácticamente no lo fue por razones que no conocemos, 
como la dirección del viento, la humedad del suelo, etcétera. Entonces, no es casualidad, sino que hay 
causas que no conocemos. Por tanto, no estoy de acuerdo con sacar la figura del peligro abstracto. 
Además, para combatir la delincuencia organizada, la económica y la ecológica, tiene que haber delitos 
de peligro abstracto, que son delitos de mera conducta, de mera desobediencia y que el Legislador 
establece por razones que él entiende peligrosas. El ejemplo más notable es el llamado en otros 
países “delito de conducción temeraria”. El Legislador podría sacar una norma que dijera, simplemente: 
“El que condujere un vehículo temerariamente, será castigado con tal pena.” ¿Por qué? Porque la 
gente que conduce temerariamente -la doctrina se referirá a conducir borracho, sin cumplir las normas 
de seguridad, con exceso de sueño o fatiga- hace que se produzcan muertes y accidentes. Puede no 
haber nadie en la calle, pero al que conduce borracho se lo castiga por ese solo hecho; ése es un 
delito de mera desobediencia y de peligro abstracto. Sin embargo, ninguna persona ni ningún bien 
corrieron riesgo porque la persona, borracha como estaba, llegó a su casa. La delincuencia económica, 
la delincuencia ecológica y la delincuencia organizada se persiguen en todo el mundo a través de los 
ucases del Legislador. No importa que la conducta específica haya puesto en riesgo la vida o los 
bienes de las personas, el Legislador dice que esa conducta es peligrosa y, por tanto, la prohíbe. Por 
ejemplo, prohíbe conducir ebrio, a exceso de velocidad, etcétera. Son delitos de mera conducta que 
plantean problemas teóricos, principistas, dogmáticos, y es una herramienta que el Legislador puede 
utilizar. Asimismo, puede prohibir arrojar desperdicios sólidos a cursos de agua. Frente a esto alguien 
puede decir que no se murió ningún pez y no hubo riesgo para la vida, la salud, ni para el medio 
ambiente, pero el Legislador puede aducir que por razones ecológicas lo prohíbe porque quiere tener 
el río absolutamente limpio. Esos son los delitos de peligro abstracto. Entonces, ¿por qué eliminarlos? 
No lo sé, porque son excepcionales y el Legislador puede crearlos o no. Entonces, me pregunto por 
qué amputar la posibilidad en el Código. 


Además, se debilita la legítima defensa -artículo 27 del proyecto de ley- y se cambia lo que 
viene del Código viejo desde 1889, que es la legítima defensa de emplear medios racionales para 
prevenir el ataque o impedir el daño, se saca “impedir el daño” y se debilita. Me parece que eso puede 
aumentar la sensación de inseguridad de la población y que reforzará el estrictismo y severo criterio 
judicial que hay para juzgar a las víctimas del delito, que se defienden por sí mismas. 


Además, según el artículo 36 del proyecto se exime de pena a los hermanos por el delito de 
hurto, aunque no vivan en familia; no veo la razón de esto. La excusa absolutoria que hay para los 
parientes que cometen delitos contra la propiedad existe desde hace mucho tiempo y en el caso de los 
hermanos se aplicaba cuando los mismos vivieran bajo el mismo techo. Eso es lo que siempre se 
consideró vivir en familia o bajo el mismo techo. Ahora esto se elimina y los hermanos podrán hurtarse 
unos a otros; en realidad, no creo que una persona adulta, de 50 años, vaya a la casa de su hermano y 
le lleve cosas y tenga que ser eximido de responsabilidad. No veo ninguna razón de política criminal 
para hacer esto. 


Por otro lado, se expresa que se exime de pena a los parientes que encubren, aunque saquen 
provecho. La Comisión dice que esto se hace porque esta conducta ahora cae en el delito de 
receptación. Creo que lo que abunda no daña -esto es una crítica menor- por lo que sería bueno excluir 
esto expresamente para mayor claridad y para que no queden dudas de que los parientes que sacan 
provecho no tienen la exclusión de responsabilidad. Por ejemplo, una madre puede encubrir a su hijo 
en la medida en que no saque beneficio del hurto. 


Asimismo, según el artículo 40 del proyecto de ley, se elimina la alevosía y la premeditación, lo 
que considero muy grave. Se dice que ello se hace porque la Doctrina en general entiende que la 
alevosía y la premeditación constituyen agravantes del homicidio. Pero si no vamos a reformar la parte 
especial, no se puede sacar de la general la alevosía, porque hasta que no tengamos nuevamente 
legislado el delito de homicidio, habría que modificar el artículo 311 e incluir la alevosía en el homicidio. 
De lo contrario, el homicidio alevoso -es decir, matar a un ciego, a una persona dormida, a un 
minusválido o a un anciano- sería un homicidio simple. Por otra parte, la antigua Doctrina y la antigua 
Jurisprudencia entendían que la premeditación -que se saca del artículo 47 del Código Penal como 
agravante genérica- era sólo una agravante del homicidio. Hay otra Doctrina -de la que yo participo- y 
varias sentencias de Jueces en este sentido que entienden y aplican la premeditación para la violación, 
el copamiento y la rapiña. Un acto de violación se puede premeditar perfectamente, ya que puede 
tratarse de una resolución que se mantiene en el tiempo y se puede conspirar y combinar para 
materializar en el futuro. Entonces, eliminar la premeditación significa tomar una posición doctrinaria a 
pesar de que una parte de la Doctrina y la Jurisprudencia están aplicando la premeditación para otros 
delitos, aunque con bastante parsimonia. Si premeditar es meditar antes y mantener una resolución 
criminal, es una agravante por el empecinamiento en la situación criminal; por tanto, no entiendo por 
qué se elimina. 


También se elimina la agravante de disminución de defensa y tampoco entiendo por qué se 
hace esto. Frente a un naufragio, una catástrofe o un descarrilamiento de ferrocarril, se suele decir que 
aflora lo más heroico de las personas y lo más vil, ya que pueden aparecer héroes civiles que se meten 
en el fuego a sacar víctimas, pero también aparecen los rateros que aprovechan las catástrofes -un 
terremoto, una inundación o un accidente de automóvil- para robar a las víctimas, y la disminución de 
defensa tiene que ver con esto. Entonces, la disminución de defensa es cometer el delito 
aprovechando una situación de catástrofe, particularmente este tipo de delito de vandalismo o hurto. 
Esta es una agravante histórica y no veo ninguna razón para eliminarla. 


Por otra parte, se elimina la agravante de delinquir en uso de salidas transitorias. Debo decir 
con toda honestidad que soy muy crítico de lo que se ha hecho con las salidas transitorias, pero creo 
que responde a la situación de las cárceles y a que se busca una especie de válvula de escape de una 
caldera para que no reviente. Pienso que esta no es la función de las salidas transitorias, porque son la 
parte final de un régimen progresivo de reclusión para que el individuo reanude vínculos familiares, 
encuentre un lugar y un trabajo para poder vivir. Pero las salidas transitorias se han convertido en lo 
que tenemos actualmente. Entonces, me parece que se trataría de una traición a la confianza que el 
Estado le da al individuo al brindarle la posibilidad de salir y que él igualmente delinca. No encuentro 
razón por la que esto no pueda considerarse una agravante. A mi juicio, esa conducta es muy grave y 
el delincuente debe saber con claridad que si delinque, no sólo va a ser castigado por el nuevo delito 


que comete, sino que éste se verá agravado por haberse realizado en ejercicio de una salida 
transitoria. El mensaje debe ser contundente: si el Estado concede salidas: “No delincas, porque ese 
delito quedará agravado y tu estolidez de volver a delinquir, cuando se te ha hecho un acto de gran 
confianza y lo violas...”, etcétera. 


Con respecto al régimen de salidas transitorias, quiero señalar que me parece que es 
demasiado permeable y muy flexible. Creo que algún día habría que reverlo con seriedad y a la luz de 
la realidad y con datos estadísticos. Quisiera saber dónde están las personas que se supone que 
están presas, si están circulando, cuántas son, qué delitos cometieron y cuáles son los criterios que se 
utilizaron. A mi entender, se debería encender una luz roja -o, por lo menos, amarilla- en el tema del 
régimen de salidas transitorias. Me parece que eliminar la agravante no es conveniente. 


También se elimina la agravante de delinquir en estado de intoxicación por drogas. Este 
problema ya se lo había planteado el doctor Irureta Goyena. Estar drogado o alcoholizado agrava o 
atenúa siempre, y él optó por la atenuante. Después, por razones coyunturales -supongo que también 
está involucrado todo este fenómeno de la globalización, de la lucha contra el crimen organizado y 
contra el tráfico ilegal de drogas- se estableció que delinquir alcoholizado atenúa y drogado agrava. 
Esto es irracional, pero en este momento hay razones para pensar de forma contraria a lo que pensó 
Irureta Goyena: en vez de ser una circunstancia de atenuación, es de agravación, porque el individuo 
que está drogado o alcoholizado desata sus frenos inhibitorios; incluso, es posible que tenga una 
sensación de euforia que le permita llegar a límites que en estado consciente total no alcanzaría. Aquí 
se plantea el problema siguiente: en el momento en que el individuo actúa, estaríamos ante la teoría de 
la actio libera in causa, porque la persona cuando delinque está con la conciencia alterada, y hasta se 
podría decir que se encuentra en un estado de inimputabilidad. Digo esto porque si su conciencia está 
alterada, no es imputable, ya sea porque esté alcoholizado o drogado. Acá está presente toda la teoría 
que hace hincapié en cómo responder por estos actos. Creo que la agravante de delinquir drogado 
debería volver a figurar como una atenuante, a fin de mantener la equivalencia. 


Ahora me voy a referir a otro tema muy grave, que tiene que ver con la reincidencia. No se 
deroga explícitamente la reincidencia, pero en esencia lo está, porque es lo que hace la Comisión en 
una forma un poco velada. No se dice que la reincidencia sea una circunstancia agravante; sólo se 
define, pero, a mi juicio, es obvio que lo es. Me estoy refiriendo, concretamente, al artículo 47 del 
proyecto de ley. El texto proyectado sólo se refiere a la reincidencia específica y elimina la genérica. 
Ello quiere decir que se habla de reincidencia sólo en casos de hurtos y no de violaciones. O sea que 
si, por ejemplo, tenemos el caso de un homicida que ha cometido hurtos, nunca se le va a aplicar la 
agravante porque, aunque no se haya dicho, es una agravante de la reincidencia. Luego, se establece 
en la misma disposición que sólo va a tener valor cuando la ley se remita expresamente a ella. Y esto 
quiere decir que nunca se hará, porque no hay ninguna ley que puna la reincidencia. Entonces, habría 
que poner al lado de cada delito, que el hurto también castiga la reincidencia. No sé por qué es 
necesaria esta especificación de que sólo se castigará cuando la ley así lo determine. Esto es lo que 
ocurre, por ejemplo, con la ultraintención y con la culpa, ya que los delitos culposos y los 
ultraintencionales, según el artículo 19 del Código vigente, requieren una regla expresa que lo 
determine. Acá se hace desaparecer la reincidencia; la única que quedaría sería la reincidencia 
específica de los artículos 311 y 312 para los delitos de homicidio, con toda la polémica que implica la 
existencia o no de delito de homicidio continuado, según el artículo 58 del Código Penal vigente. 
Además, la reincidencia en el Código de Irureta Goyena permite al Juez declarar habitual al individuo, 
lo que supone la posibilidad de imponer una medida eliminativa de seguridad, que también se elimina. 


Por otro lado, se elimina el concepto de habitualidad en todas sus formas y consecuencias, 
tanto la preceptiva como la facultativa, así como la habitualidad por reiteración. Quiero aclarar que la 
habitualidad es propia del crimen organizado, del denominado “crimen profesional”. También se 
eliminan las medidas de seguridad, aunque se conserva un artículo con medidas curativas que, 
realmente, son las que menos importan, ya que no las va a establecer el Juez Penal, sino que se 
basan en la ley del psicópata, que es más un problema médico que judicial. Conservar las medidas 
curativas no tiene, reitero, mayor sentido, porque en estos casos se aplica la ley que acabo de 
mencionar. En realidad, esta ley pone un término, al establecer que no durarán más tiempo que el del 
delito, lo que carece de sentido, porque se pondrá en la calle a un demente que no se ha curado. 
Concretamente, me estoy refiriendo a los insanos, dementes o locos, tal como expresa el Código 
Penal, y las medidas de seguridad para esta gente no eran a tiempo ni a plazo, porque ellos están 


fuera del Derecho Penal; no delinquen, están enfermos. Lo que se hace es tratar de curarlos y cuando 
esto ocurre, salen; de lo contrario, continúan en régimen de internación o saldrán cuando el médico 
entienda que no tienen peligrosidad y que hay una familia o grupo que los pueda contener. En realidad, 
no tiene sentido establecer una pena, porque la locura no tiene plazo de terminación, el sujeto se cura 
o no; y en caso de que no se cure, debe resolverse qué se hace con él, como hace la ley del psicópata. 
No me convencen los argumentos que en este punto da la Comisión de Reforma para poner un término 
a las medidas de seguridad curativas, que implica poner en circulación en el ámbito social a una 
persona no curada -que sigue tan demente como antes y que no sabemos si tiene contención o no, si 
está dada de alta o no- simplemente porque ha vencido el plazo que la ley establece para el delito que, 
reitero, no cometió, porque es un inimputable. A su vez, se derogan las medidas eliminativas de 
seguridad para los habituales y se hace un lío ideológico y político con este tipo de medidas. ¿A 
quiénes se aplican las medidas de seguridad? Se aplican solamente a tres grupos: a los homicidas 
particularmente graves, a los violadores -esto se incorporó hace más de diez años en la legislación, 
concretamente, en la ley de seguridad de 1995- y a los habituales, aunque ya desaparecieron, porque 
se eliminó la habitualidad. Entonces, ¿por qué no contar con la posibilidad de tener medidas 
eliminativas de seguridad para los homicidas, violadores y delincuentes habituales, tal como ya 
estaba? Además, me parece que sería una buena ocasión para discutir el régimen de la pena que 
vamos a tener. En la ley del año 2002 que aprobó el Estatuto de Roma, Uruguay aceptó la cadena 
perpetua solo para los delitos contra la humanidad, de competencia de la Corte de La Haya. La ley del 
año 2006 creó los delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, estableciendo un 
plazo de 30 años. En estos casos de genocidas y demás, se permite aplicar las medidas eliminativas 
de seguridad, porque estamos hablando de homicidios aunque, ahora, esta posibilidad va a 
desaparecer. Esto quiere decir que la pena máxima es de 30 años, pero con el sistema de la libertad 
anticipada y de la media pena, el individuo, a partir, de cumplida la mitad de la pena, tiene la posibilidad 
de salir, y cumplidas las dos terceras partes, queda en libertad. Eso produce una rebaja de la pena, de 
modo que cuando se expresa que la pena será de 30 años, no es tan así, porque sabemos que, en los 
hechos, la pena será de 20, aunque también son muchos años. En ese sentido se podría discutir por 
qué no se va a una pena indeterminada, que también tiene que ver con la eliminación de las medidas. 
Las medidas de seguridad podrían ser aplicadas ahora en el sistema vicarial -¿no se discutió este 
sistema?- o implantar una pena indeterminada. ¿Quién puede saber si dentro de veinte años ese 
individuo estará o no recuperado? Puede ser un hombre que se haya recuperado totalmente o que esté 
en una situación de incapacidad física porque, por ejemplo, cayó de una escalera y quedó 
cuadripléjico; entonces cabe preguntarse qué sentido tiene mantenerlo preso por una razón o por otra. 
Si se estableciera una pena intermedia, se diría que cumple un mínimo no menor de diez años y no 
mayor de veinte años o no menor de veinte años y no mayor de treinta años, de acuerdo con el delito 
que haya cometido. Ahí aparecería la necesidad de hacer una reforma penitenciaria de modo que 
hubiera un cuerpo especial de técnicos, que no estaría integrado por abogados ni policías del 
Ministerio del Interior, sino por sociólogos, educacionistas y especialistas en la materia que nos puedan 
decir si el individuo se ha recuperado o no. Entonces, es una excelente oportunidad para ver qué hacer 
con el régimen de penas. 


La pena fija nos da una gran certeza y una garantía de justicia, porque si, por ejemplo, el 
individuo tiene una pena de veintiocho años, representa una gran ventaja. Sin embargo, la pena 
indeterminada -en un sentido de indeterminación relativa y no de la pena que se le ocurra al Juez o de 
uno a treinta años- en el caso de un gran homicida, por ejemplo, sería no menor de veinte años y no 
mayor de treinta años. En esa situación se podrían eliminar las medidas de seguridad en un sentido, 
porque de lo contrario quedaríamos con una mera desprotección. Lo propio va a ocurrir con las faltas y 
en ese sentido he sido el primero en decir que hay que derogarlas, tema sobre el que hablaré al final 
de mi exposición. 


Es importante la derogación de las medidas de seguridad eliminativas para los habituales, los 
homicidas, etcétera. En conjunto, con la libertad anticipada, los peores homicidas pueden ser liberados 
a los quince años y deberían ser excarcelables a los veinte -como regla general- los genocidas, los 
homicidas múltiples y cualquier otro. 


La eliminación del régimen de la doble vía -que permanece en otros países, como en 
España- debería ser objeto de un amplio debate público y científico; e, incluso, habría que ver la 
posibilidad de incorporar el sistema vicarial, que consiste en cumplir primero las medidas y después la 
pena, porque si la persona se recuperó, no es necesario que la cumpla. A vía de ejemplo, si se tratara 
de una pena de veinte años, la persona estará en observación durante diez años. En fin, se pueden 


implementar diversos sistemas, pero se computarán esos diez años; si al cabo de ese tiempo los 
expertos dicen que está recuperado para la sociedad, no se le aplica la pena. 


Se elimina el artículo 63, sobre el cual sé que hay muchas críticas, pero permite castigar los 
delitos diferentes de los concertados, que pueden ser más graves, menos graves o de distinta 
naturaleza. Por ejemplo, el caso clásico es el de los sujetos que deciden realizar un copamiento; son 
cuatro en total, Juan, Pedro, Diego y Santiago, y uno de ellos, Santiago, va y mata al dueño de casa. 
¿Por qué delito responden los otros tres? Por el artículo 63, los cuatro son homicidas -el primero a dolo 
directo y los otros a dolo eventual- porque era previsible, ya que de acuerdo con las condiciones 
generales y con un juicio de previsibilidad que está en la cabeza del Juez, se extiende la 
responsabilidad para los coparticipes por delitos más graves que el concertado. Es decir, conciertan 
una Cosa y realizan otra. Al eliminarlo, los otros tres responderán por copamiento y el único que lo hará 
por homicidio es el que mata, lo que supone una disminución de la situación. En fin, es un tema 
bastante delicado y hay opiniones distintas al respecto. 


Con respecto a la imputación del resultado mayor por culpa, cabe decir que es problemático 
para los otros. Es decir, éste es un resultado culposo por la imprudencia que supone realizar un acto 
criminal, porque sólo operará sobre todo cuando el delito admite esa forma de imputación y porque la 
regla es que no hay cooperación o codelincuencia en los delitos imprudentes. ¡Cómo se va a 
coparticipar por imprudencia! La imprudencia propia sería por haber ido con un individuo muy exaltado 
que se sabe que podría haber matado a cualquiera en el momento que fuera por haber ido armado, 
pero no el otro, si bien los dos fueron a copar. El mata y al otro se le traslada el nivel de culpa. 
Entonces, no me termina de convencer y prefiero que se deje el artículo como está. 


En cuanto a la agravación de la cooperación de inimputables, particularmente menores, y la 
pluriparticipación -artículo 49 del proyecto de ley- se elimina el aumento previsto en el Código Penal 
vigente. Con respecto a este tema, el Código Penal vigente establece que cuando en un delito 
colaboran niños, la pena aumentará de un tercio a la mitad. Esta no es una agravante cualquiera; es 
una agravante más en la que el Juez tendrá que considerar entre un mínimo y un máximo. Como 
decía, acá se establece que si en el hecho intervienen niños, tanto el mínimo como el máximo 
aumentan un tercio; y para el caso de que exista pluriparticipación de tres o más personas, el proyecto 
elimina la tasa, quedando simplemente como una agravante más. Es conveniente tener en cuenta este 
criterio de disminución del monto de la pena, porque muchas veces estos detalles relacionados con los 
guarismos no se ponen de manifiesto. De alguna manera, esto estaría condicionando al Juez, sobre 
todo, en cuanto a los mínimos a establecer -no tanto en los máximos, porque a ellos casi nunca se 
llega- porque se le determina que cuando se trate de menores, la pena deberá ser más grave. Los 
delincuentes de inmediato saben que el delito con participación de inimputables o menores constituye 
un delito con una pena que va a subir en todos los casos, lo cual, eventualmente, les impedirá acceder 
a la libertad provisional, entre otras medidas que pueden llegar a tener un efecto disuasivo dentro de la 
armonización penal. 


La ley vigente prevé un aumento tasado de las penas en estos casos graves, especialmente 
cuando se actúa en grupos y se utilizan niños para delinquir. Realmente, no veo razón alguna que 
amerite una disminución del monto del castigo. 


Según el artículo 57 del proyecto de ley, para la pena de penitenciaría se establece un límite 
infranqueable de treinta años y como se prescinde de las medidas eliminativas de seguridad, el sujeto 
estaría quedando en libertad a los quince o veinte años sin posibilidad alguna de revisión, cualquiera 
sea el grado de su rehabilitación. 


El artículo 65 del proyecto de ley elimina el inciso segundo del artículo 80 del Código Penal. 
Con respecto a este tema se adopta una posición doctrinaria que no comparto en absoluto; es más, 
hay sentencias judiciales que siguen esta orientación. Concretamente, me refiero a la pena específica y 
a la pena concreta. El mencionado artículo claramente dice que cuando la ley establece un aumento de 
la pena -por ejemplo, de un tercio a la mitad para el caso de los menores- o algo por el estilo, se sube 
el mínimo y el máximo. Por su parte, el inciso segundo del artículo 80 del Código Penal expresa que el 
Juez fijará la pena dentro de la nueva pena que haya establecido. Por ejemplo, una rapiña tiene una 
pena -no muy exorbitante- de cuatro a dieciséis, pero si se emplea con armas, se supone que 


aumentará de cinco años y cuatro meses a veinticuatro años. Esto es lo que se llama “pena abstracta”, 
y dentro de este margen el Juez fija la pena justa. En cambio, para el sistema de la pena concreta se 
toma en cuenta sólo la pena que está estipulada en el Código. Sin embargo, en este caso se está 
derogando el inciso segundo del artículo 80 del Código Penal que consagra una disminución 
importante de la punición -esto es, una reducción del castigo- y se toma posición en base a una disputa 
doctrinaria que, si bien es muy lícita, hay que advertir sobre ella porque estaría suponiendo siempre ir 
al sistema de la pena concreta. 


Por el artículo 72 del proyecto de ley se estaría eliminando el inciso segundo del artículo 87, 
que permite castigar la tentativa en algunos delitos graves con pena mayor de la mitad hasta las dos 
terceras partes. Aquí se aplica el mismo mecanismo de ampliación por mandato legal; es la ley la que 
le dice al Juez que la pena debe ser más grave y tiene que incrementarse hasta las dos terceras 
partes. Estos casos comprenden los delitos de violación, homicidio, lesiones, extorsión, rapiña y 
secuestro. A mi juicio, sería conveniente que, de mantenerse esta disposición y si tiene algún sentido la 
denominación tripartita que incorporó la Ley N* 18.026 a la reforma del artículo 2% del Código Penal, 
esto se aplicara para todos los crímenes. No veo el porqué de la reducción de la pena meramente 
posible, cuando es potestad del Juez subirla hasta las dos terceras partes en los delitos de tentativa. 
También en los casos de tentativa no es unívoca la posición doctrinaria que se invoca, porque se dice 
que los delitos de tentativa deben tener una menor pena que el delito consumado por el hecho de que 
no se produjo el resultado. Esa es una opinión correcta, que figura en el Código. Sin embargo, 
actualmente hay una fuerte opinión doctrinaria según la cual en la tentativa existe la misma cantidad de 
mal, porque el individuo quiso matar y disparó con la intención de hacerlo, siendo una casualidad que 
la víctima no muriera. Esto es lo que se llama castigar el desvalor de acción y no tanto el desvalor del 
resultado. En realidad, este último es casi azaroso; es un producto del azar. En cambio, la intención 
criminal es idéntica en la tentativa. Sí se hace una diferencia entre tentativa acabada o delito frustrado, 
y tentativa no acabada, que sería la tentativa común, por decirlo así. Esta es una observación que sería 
interesante que la Comisión tuviera en cuenta. 


En lo que refiere al delito organizado y tomando como ejemplo concreto el tráfico de drogas, 
cabe destacar que la ley uruguaya castiga la tentativa con la misma pena que el delito consumado. Así 
lo ha hecho en algún caso. Se quiere derogar también el artículo 37 del Decreto-Ley N* 14.294 de 
1974 -que es la Ley de drogas- y las modificaciones, donde la tentativa y el delito consumado se 
castigan a la par, o sea, de la misma manera. Entonces, la intención del inciso segundo del artículo 87 
era brindar al Juez la posibilidad de, en delitos gravísimos -esto es, violación, homicidio, lesiones, 
extorsión, rapiña y secuestro; habría que agregar el copamiento- aumentar la pena hasta las dos 
terceras partes. Esto se elimina, sosteniéndose que la tentativa debe tener menos pena. Es claro que, 
de todas maneras, la pena será menor; simplemente, llegará hasta las dos terceras partes, pero no se 
la lleva a la unidad del Código, lo que sí se hace en el caso de la Ley de drogas. 


A mí me parece que no se puede sancionar la parte especial que contenga un sistema de 
penas que, además, confusamente se sabe que es provisional y no completo, dada la vinculación que 
la Comisión entiende existe con el proyecto de ley de reforma del Código procesal. 


Con relación a las leyes especiales, considero que es mejor mantener el sistema actual. En 
este sentido, ya se ha llegado a un acuerdo y, por mi parte, no creo conveniente cambiar algo por el 
mero hecho de cambiarlo, aun cuando la redacción pudiera tornarse más elegante. 


El artículo 17 del Código Penal actual regula las leyes posteriores, salvo que las nuevas 
normas establezcan algo distinto. Es claro que el Código es una ley, pero no puede atar al Legislador 
del futuro; el Legislador va a hacer lo que quiera, diga lo que diga el Código. Esto está en la tapa del 
libro; es algo obvio. Entonces, para resolver este problema, en el año 1934 se estableció el artículo 22 
de la Ley N* 9.435, que refiere a las leyes anteriores al Código; concretamente, allí se expresa que no 
se las deroga, salvo que así se lo determine expresamente. En realidad, esto puede ser aclaratorio, 
dado que la única modificación llevada a cabo en Comisión fue introducir el término “ya”, lo cual 
significa que el artículo 17 proyectado se hace regir para el pasado, quedando sin efecto la vieja Ley 
citada. Ahora bien, debo decir que, en mi opinión, la pequeña expresión “ya” conlleva un problema, 
porque no se dice expresamente qué sucederá con las leyes posteriores, que aún no han sido creadas. 
Es decir, se habla de las que “ya” están creadas, pero ¿qué ocurre con las que aún no lo están? Es 
obvio -reitero- que el Legislador puede hacer lo que quiera, pero, por si acaso, sería mejor aclarar que 


el Código Penal se aplica a todas las leyes posteriores, salvo que ellas digan lo contrario. Esto es 
mucho más fácil e implica que la tentativa, la coparticipación y el conjunto de las reglas generales del 
Código se aplican a todas las leyes del futuro, salvo que, por alguna razón, la norma quiera hacer algo 
diferente. 


En el artículo 5", referido a las concausas, se elimina el término “independiente”. De hecho, 
se modifica el artículo 4% del Código, que altera el régimen de concausas. Según lo establecido en este 
Código, las concausas son aquellas causas que concurren independientes e imprevisibles. Se decidió 
suprimir lo de “independiente”, aduciéndose que todo es dependiente. Sin embargo, la realidad es que 
todo es también previsible; por ejemplo, es previsible que este edificio se caiga en este momento, 
como lo es que un plato volador aparezca aquí, arriba de la mesa, etcétera. Todo lo que podamos 
imaginar es en realidad previsible. Entonces, ese no es un argumento válido para eliminar el término 
“independiente”. Y lo cierto es que ya la Doctrina tiene bastante elaborado el concepto de las 
concausas como situaciones interrumpidas del nexo causal. Me parece que esto es un detalle a tener 
en cuenta, pero, realmente, la fundamentación filosófica no tiene sentido, porque -reitero- la 
previsibilidad también es normativa; todo es previsible. De la misma manera, podemos decir que, 
“ónticamente” o desde un punto de vista ontológico, todo es dependiente. Recordemos que la causa de 
la causa es causa del mal causado. Así pues, todas las madres son matricidas porque, si no hubieran 
parido a sus hijos, sus hijos no se habrían muerto; al darles la vida, les dieron la muerte. Entonces, la 
causa es eterna. Por eso, entiendo que se debe establecer un criterio normativo y valorativo; esto es lo 
que se conoce como “la prohibición de regreso”. Y la verdad es que este artículo solucionaba bastante 
bien ese aspecto. 


Con respecto a las faltas, creo que hay que eliminarlas, pero no al barrer. En el mundo entero 
se castiga lo que se llama la “criminalidad de bagatela” -o las pequeñas causas- y se establecen 
tribunales especiales -no necesariamente del Poder Judicial- como mediadores, componedores, 
etcétera; el Viejo Vizcacha, el individuo del barrio que busca una componenda. Se dice que en este 
sentido hay una demanda insatisfecha muy grande; me refiero al perro que ladra, la vaca que se come 
la lechuga, los niños que gritan, el piropeador de todos los días cuando vienen las muchachas jóvenes 
O la vecina de enfrente, los muchachos que juegan a la pelota y tiran la ropa a la vecina, etcétera. 
Todo eso causa un gran malestar; no lo vamos a criminalizar -en eso estamos de acuerdo- pero hay un 
proceso de criminalización, de descriminalización y métodos alternativos. Para dar una sensación de 
seguridad a la gente, habría que ver qué se hace con las faltas. 


También se habla mucho de la mediación penal, de un derecho penal restaurativo del tejido 
social. Voy a mencionar como ejemplo algo que ocurrió en los Juzgados de pequeñas causas de Porto 
Alegre. Allí se planteó un caso en el que se hacía un reclamo por las marcas de la plancha en una 
camisa que había sido llevada al tintorero. En ese caso, ¿se hace un juicio civil de reparación? ¿Qué 
abogado va a encarar esa causa? Gasta más en el papel. Habría que llevar esa camisa al tintorero y 
pedirle que la repare, que compre una nueva o que pague una indemnización. 


Por lo tanto, estoy de acuerdo con la eliminación, pero no con la eliminación total del Libro 111 
del Código Penal. Debería estudiarse qué faltas deben pasar a integrar la categoría de delitos - 
posiblemente serían muy pocas- y cuáles habría que tratarlas administrativamente; pero no podemos 
dejar sin respuesta esa demanda insatisfecha de la población que ve que el sistema de Justicia no 
resuelve sus problemas en pequeños casos como los que hemos expuesto. 


La descriminalización no puede hacerse al barrer. En este caso, siempre pongo el ejemplo 
del juego de mosqueta. El delito de juego de mosqueta, que fue tan criticado por la doctrina -y yo 
también lo critiqué- tuvo una virtud muy grande: se declaró que la mosqueta no es un juego de azar 
sino una verdadera estafa y se puso en el Código Penal, donde tienen que estar las estafas. Esa es la 
verdad; tal vez no se hizo bien, pero ha desaparecido bastante el juego de mosqueta de las calles. Tal 
vez tuvo una eficacia disuasoria la transitoria existencia, pero el juego de mosqueta no es de azar; los 
Jueces de Paz o los Jueces de Faltas decían que era una forma de estafa, pero vencían los dos meses 
y prescribía, por lo que el juego de mosqueta quedaba en la nada. No rescato la tipificación sino el 
contenido. Acá hay un problema y vamos a proteger a la parte más débil, es decir, a la pobre jubilada o 
pensionista; esa es la gente que juega a la mosqueta, y hay que protegerla con una vía criminal. 


Este punto merece mayores debates y desarrollo. ¿Qué política criminal queremos hacer 
frente a cambios sustanciales tan frecuentes, con leyes penales y el Código en esta situación? Temas 
candentes, como la cuestión de las faltas, ¿deben criminalizarse o no? ¿Qué hacer con estas 
conductas? Las faltas son algo así como 150, de las cuales no se aplican más que 4 ó 5; habría que 
ver cuáles son. 


Respecto a la omisión de denunciar delitos por parte de profesionales de la medicina, hay 
algo para decir y no para derogar; es la falta que se establece en el artículo 360, numeral 10. 


En lo que tiene que ver con desórdenes en espectáculos públicos, el Legislador ha estado 
trabajando muy recientemente; la última ley dictada es la N* 17.951, de 2006, que estableció 
disposiciones a nivel contravencional sobre la riña y los desórdenes en espectáculos públicos. 


Sobre el delito de reventa de entradas recién se legisló; fue tipificado como falta en la Ley N* 
18.103, de 2007. 


Quiere decir que el Legislador se ha ocupado de las faltas y ha establecido nuevas conductas 
en los años 2006 y 2007. 


Por ejemplo, la reventa de entradas en los espectáculos públicos no sé si hay que 
criminalizarla o no; yo creo que no, pero acá se hizo. Quiero poner de manifiesto la situación: en los 
años 2006 y 2007, el Legislador creó nuevas faltas, y en 2008 propone la derogación lisa y llana, sin 
decir: “Bueno, vamos a establecer una disposición administrativa con multas muy graves u otro tipo de 
medidas para los revendedores de entradas”. 


Otra falta, quizás de las más importantes, es el abuso de alcohol y estupefacientes -artículo 
361, numeral 6- aunque también tenemos el problema de la violencia en el deporte y en los 
espectáculos. 


Los juegos de azar -como el monte, el gofo, la taba, la ruleta casera y las pencas, que figuran 
en el artículo 361, numerales 9 y 10, y en los artículos 362 y 263-desaparecen. No se criminalizan, ni 
se hace nada; no se toman medidas. Queremos saber qué medidas administrativas alternativas 
existen. Eso es lo que queremos plantear. 


¿Qué hacer con la velocidad excesiva? La tenemos prevista como falta en el numeral 6 del 
artículo 365, y es un clásico delito de peligro. Una buena propuesta podría ser establecer el delito de 
conducir temerariamente; así podría tener efectos sin esperar que haya una culpa, pues para que haya 
culpa tiene que haber un resultado, por lo que si una persona conduce borracha a 200 kilómetros por 
hora por 18 de Julio y no lesiona ni mata a nadie, no comete delito, sino sólo una falta administrativa. 
Esto se podría criminalizar, como ocurre en algunos países. La velocidad excesiva era delito, a nivel de 
falta, en el artículo 361. La legislación comparada puede castigar hechos de peligro abstracto -como la 
conducción temeraria de automotores- no sólo como contravenciones, sino como delito. 


El uso de armas y el disparo de armas en poblado son faltas que figuran en los numerales 
12 y 13 del artículo 365. Una de las conductas clásicas a fin de año es salir con un revólver y hacer 
tiros al aire, matar el gato del vecino o tirar al blanco. 


Las mencionadas son las cuatro o cinco faltas que tienen núcleo que podría llegar a 
considerarse de sustancia criminal y que no me parecería adecuado simplemente borrarlas. 


Otro problema es el enriquecimiento injustificado. A mi entender, la panacea para combatir la 
corrupción sería crear el delito de enriquecimiento injustificado. Para los funcionarios públicos existe la 
ley cristal; cuando una persona asume un cargo -por ejemplo como Juez de Paz o como funcionario 
aduanero- con 22 años y a los 30 tiene casa en Carrasco con piscina, pero los padres no tienen 
bienes, podemos pensar que ganó la lotería, que se casó con una millonaria, o que es producto de la 
corrupción. Se dice que ahí hay una inversión de la carga de la prueba, pero yo creo que hay pruebas 


indiciarias que se pueden preconstituir muy fácilmente a través de la declaración que toma la Junta 
Anticorrupción. Este delito existe en la Argentina y sería una buena forma de combatir la corrupción sin 
hacer mucha alharaca y sin poner al Estado en una mala situación, porque si bien no tiene que probar 
su inocencia -lo que sería diabólico- también lo es probar que el individuo se corrompió. Lo único que 
sabemos es que se ha enriquecido fuera de lo normal; la persona no quiere decir a qué se debe y 
nosotros vemos que no tiene medios lícitos para lograrlo. Es ese el motivo de la gran discusión 
dogmática. 


La última falta a la que me quiero referir es la obtención fraudulenta de una prestación, que 
figura en el numeral 9 del artículo 363. Se trata del individuo que va a un restaurante y dice “no tengo 
plata”. ¿Qué hacemos? No se trata de un acto criminal. En este caso hay una diferencia con la estafa, 
que requiere una maniobra artificiosa. Si un hombre se hace llevar por un amigo en un auto marca 
BMW, espectacular, se pone un monóculo, se disfraza y hace que crean que es un gran artista, toma 
champagne, caviar, hace una larga cuenta y luego dice que no tiene plata, realiza una estafa; pero el 
individuo que come un refuerzo de mortadela y después dice “tenía hambre, vine a comer y no tengo 
plata”, comete la falta de obtención fraudulenta de una prestación. Lo mismo sucede con una persona 
que se aloja en un hotel o en una pensión y no paga. Eso queda sin castigo, queda en la nada, porque 
lo derogamos. 


Esas son las faltas que quería poner a consideración de la Comisión. 


En definitiva, mi idea es que no puede haber un Código Penal provisorio, no se puede 
incorporar el régimen de libertades ad referendum de que el Código del Proceso lo mejore. 


Esas son las opiniones que, modestamente, pongo a consideración de la Comisión y quedo a 
vuestra disposición para responder cualquier pregunta que quieran realizar. 


Por último, pido disculpas si fui muy extenso. 


SEÑOR GARGANO.- Estoy trabajando sólo con la memoria, porque no tuve tiempo de hacerme del 
anteproyecto y recién lo pedí a la Secretaría. 


Le solicitaría al profesor Langón que me explicara lo referente a las medidas de seguridad 
eliminativas. Si no recuerdo mal -por la práctica realizada hace muchos años- las mismas funcionan, 
por ejemplo, en una sentencia de condena por un homicidio especialmente agravado, por la que se 
dictan 30 años, con un adicional de 10 años de medidas de seguridad eliminativas. En ese caso, la 
pena pasaba a ser de 40 años -si se cumplía- lo que casi sería una cadena perpetua. Recuerdo que 
hace muchísimos años atrás hubo una larga discusión acerca de si esto era penalmente admisible. No 
sé si las medidas de seguridad eliminativas están reformuladas acá o simplemente se eliminan. 


SEÑOR LANGÓN.- Están eliminadas. 
SEÑOR GARGANO.- ¿Para todos los casos? 


SEÑOR LANGÓN.- Las medidas de seguridad eliminativas eran muy restrictivas y sólo se aplicaban 
para homicidas y habituales; recién en 1995 se incorporaron los violadores. El Código utilizaba el 
término “peligrosista” de la época, de la defensa social de lrureta y demás, pero tenían efectos muy 
coherentes dentro de la situación. Las medidas eliminativas se ponían lícitamente de uno a cinco años, 
pero llegaron a dictarse quince -aunque se supone que se revisaban- lo que era absolutamente 
absurdo. Eso lo aplicó la justicia militar y era un disparate. Pensar en quince años de medidas de 
seguridad era un aditivo a la pena, por lo que aquella de treinta años se transformaba en una de 
cuarenta y cinco. La persona podía estar presa 30 años, que era el máximo; pero podía tratarse de una 
pena de 17 años, más uno a tres años de medidas eliminativas, con lo que se lograba que esa persona 
no podía ser puesta en libertad anticipada, por mandato de la ley. El sistema, pues, era muy coherente; 
esa era la consecuencia. 


Antes, al ir a la cárcel me encontraba con gente que estaba allí desde hacía 25 ó 30 años, a 
quienes les llamaba los “sepultados en vida”; hace cinco o seis años hice una indagación, y quien tenía 
más tiempo preso en Santiago Vázquez llevaba 17 ó 18 años efectivos, con salidas transitorias. Por 
tanto, puede decirse que el sistema cambió. 


Como dije, las medidas eliminativas tenían el efecto poderoso de que la pena había que 
cumplirla, pues al hacerlo la persona pagaba su deuda con la sociedad. 


En cuanto a las medidas de seguridad, se suponía que tenían que ir los equipos 
interdisciplinarios a decir si el individuo se había recuperado, y si lo había hecho podía salir en libertad, 
por lo que incluso el plazo de un año era demasiado, porque luego de cumplida la pena, al otro día 
podía reunirse la comisión, y si entendía que las medidas de seguridad -podían ser de uno o de quince 
años- no eran necesarias, no se aplicaban. Ahora se eliminan totalmente las medidas eliminativas y el 
sistema de libertad anticipada, muy generosamente dado, casi ha puesto en un disparadero a la 
Suprema Corte, porque cumplidas dos terceras partes de la pena hay que excarcelar, por lo que 
cualquier delincuente, a los veinte años como máximo, tendría la libertad. Tal vez eso habría que 
incorporarlo en un sistema diferente. Las medidas eliminativas fueron quitadas en 1985, se 
reimplantaron en 1993 tal cual estaban y ahora se eliminarían nuevamente. Ese es el vaivén que existe 
en la política criminal nacional. Según mi criterio, sería mejor tomar una medida que dure otros setenta 
años o, al menos, pretender que ello ocurra. Para eso se tendría que analizar, por ejemplo, si habría 
que establecer o no una pena indeterminada. Creo que los sistemas funcionan más coherentemente 
con las libertades y demás. 


SEÑOR GARGANO.- Quisiera saber en qué legislación actual hay una pena de carácter 
indeterminado. Al menos, eso me parece extraño como sanción penal, dado lo que estamos 
acostumbrados a aprender en la Facultad. Con una pena indeterminada, la persona ingresa a la cárcel 
y se queda hasta que se muere. ¿Eso es así? Quisiera saber qué quiere decir eso y en qué legislación 
actual está vigente. 


SEÑOR LANGÓN.- Probablemente me haya expresado mal. La pena indeterminada no es sine die, es 
decir, no se trata de que la persona vaya presa y la largamos cuando se nos ocurre. El sistema es 
utilizado preferentemente por los países anglosajones y nosotros no tenemos esa costumbre. En esos 
casos la sentencia de condena diría: Fulano de Tal, autor responsable de un delito de homicidio, queda 
condenado a una pena de no menos de diez y no más de veinte. En eso consistiría la relativa 
indeterminación, que queda en la sentencia y es a favor del sujeto. En este ejemplo, en lugar de 
establecer, por ejemplo, una pena de quince años, que sería la que le correspondería, el Juez 
establece entre diez y veinte. Ese sería el sistema; es decir que existe una pena fija y no es . Si la 
persona se recuperó a los diez años, sale de la cárcel a los diez años y un día. En España y Alemania 
se mantienen las medidas de seguridad y probablemente utilizan lo que se llama el sistema vicarial, 
que consiste en que, en lugar de que las medidas se cumplan después de la pena, primero se cumplen 
vicarias en lugar de la pena. El vicario es el que actúa en lugar de otro y, en esos casos, las medidas 
vicariales actúan en lugar de la pena. Esto habría que elaborarlo mucho más. Por ejemplo, se condena 
a Una persona a veinte años, pero primero se aplican diez años de observación; los otros diez quedan 
en suspenso y no se aplican si la persona se recupera. Teóricamente, se supone que esto representa 
un fuerte estímulo para la recuperación del individuo, pues va a tratar de tener un oficio, de hacer las 
cosas bien, de no delinquir y cumplir las normas carcelarias; a su vez, se le puede ofrecer todo el 
panorama educativo y de trabajo. En estos casos, entonces, las penas pueden reducirse a la mitad. El 
individuo redime parte de la pena con trabajo y estudio. En este sentido, actualmente las penas son 
muy imprecisas pues hay una cierta indeterminación en el buen sentido, en cuanto a que si trabaja y 
estudia eso se va a premiar. Eso puede tener un efecto resocializador importante. En realidad, no 
conozco ningún sistema -salvo que fuera una dictadura- que establezca una pena bárbara, sin plazo 
ninguno. 


SEÑOR GARGANO.- Perdóneseme que realice estas preguntas, pero las hago por mi ignorancia en el 
tema. El doctor Langón decía que en el trabajo realizado por la Comisión que está redactando el 
Código no están tipificados, o bien tipificados, los delitos de crimen organizado. 


En la última Rendición de Cuentas, a raíz de la proliferación del tráfico de drogas y del lavado 
de divisas, creamos Juzgados y Fiscalías destinadas a trabajar sobre el tema del crimen organizado. 
Por esa razón me sorprende que se afirme que no está bien tipificado o estructurado dentro del texto 
del proyecto de ley, porque no vamos a crear Juzgados si no tienen sustento legal en el cual apoyarse 
para realizar su trabajo. 


Puedo estar equivocado pero, en lo que me es personal, es lo que entendí de lo expresado 
por el doctor Langón. 


SEÑOR LANGON.- La delincuencia organizada se tendría que combatir con el Código, tal cual está, es 
decir, con todas estas disposiciones. En realidad, hay leyes especiales; por ejemplo, en la Ley de 
drogas tenemos el sistema de la entrega vigilada. También podemos mencionar al artículo 8% del 
Código que es una disposición sobre el agente provocador, que el Legislador ya había establecido 
para combatir la delincuencia organizada y que se elimina. En el inciso segundo del artículo 8” se 
establece que el hecho provocado por la autoridad para obtener su represión sólo se castigará en 
caso de que el Juez autorice por escrito la provocación por razones fundadas. Esta autorización sólo 
podrá otorgarse en los casos de delincuencia organizada que requieran en forma excepcional este 
procedimiento. El texto actual proviene del artículo 74 de la Ley N* 17.243 del año 2000 que autorizó, 
en las condiciones que determina el artículo, este esbozo de estatuto del agente encubierto. Digo esto 
porque para combatir la delincuencia organizada, normalmente está el agente encubierto y el estatuto 
de los arrepentidos. Esto puede ser discutible porque alguien podría pensar que se fomenta la 
delación. Pero hay que tener en cuenta qué sucede cuando, por ejemplo, una persona tiene un hijo que 
fue secuestrado por una banda y ésta le pide dinero por su rescate. Supongamos que uno de los 
delincuentes se da cuenta de que van a matar a la víctima y él no quiere matar, sólo quiere ganar 
dinero. Como tienen secuestrado al niño, esta persona va ante la autoridad y le dice: “Yo integro la 
banda criminal, el niño está en tal lado, pero lo van a matar”. A esta persona, le damos el perdón y es lo 
que significa el estatuto del arrepentido. Alrededor de eso puede haber muchas cosas, pero tenemos 
estas dos figuras: el estatuto del arrepentido y los agentes encubiertos, o sea que estamos hablando 
de la introducción de un espía dentro de la organización mafiosa. Se le sacó al Código el segundo 
inciso que se incorporó en el año 2000 y, entonces, habría que hacer una ley especial para un Derecho 
Penal de excepción, que será más duro y más alejado del sistema democrático. ¿Por qué no 
buscamos una posición intermedia para introducir normas excepcionales dentro de un sistema 
constitucional de Derecho tradicional? Digo esto porque, de lo contrario, vamos a tener normas como 
las antiterroristas que proliferan en el mundo anglosajón, que son terribles, con plazos de detención, 
con aislamiento del defensor, donde se hace un verdadero Derecho Penal para enemigos -como la 
Doctrina lo ha llamado- y no para ciudadanos. Son normas excepcionales, pero es mejor dominarlas 
que dejar que nos dominen; esa es la idea. Fíjense la cantidad de limitaciones que existen: el Juez por 
escrito, en circunstancias excepcionales y sólo para delincuencia organizada. El purismo extremo 
después hace que, ante delitos graves, aparezca una ley que introduzca determinados excesos. Estos 
son los institutos que hay para tratar de buscar la prueba. Lo único que quedó figura en la ley 
antidrogas que, si bien no tengo el dato exacto, refiere a la entrega vigilada, que también supone que la 
autoridad no actúa, es decir, que hay un permiso para delinquir, para no cumplir con el delito de 
omisión de proceder. Entonces, ¿por qué la Policía y la Aduana no actúan frente a un cargamento de 
drogas? Porque quieren descubrir la red. Se supone que hay una cooperación con países como 
Argentina, Paraguay o Francia, adonde va el cargamento y, entonces, lo dejan pasar, bajo vigilancia, 
para que caigan todos los involucrados, en vez de cortar del pulpo los tentáculos, o sea, el pobre 
desgraciado que cae en los aeropuertos; la “mula”. 


Considero que este es un Código que, en términos generales, no está preparado para el 
combate de la delincuencia organizada, ni del crimen organizado en general, en toda su variedad. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, quiero hacer una pregunta que específicamente no tiene nada 
que ver con los principios generales de este proyecto de ley. 


El señor Langón hizo una referencia lateral a los anteproyectos que hay sobre crimen 
organizado, lavado de activos, etcétera, por lo que quiero saber si para él se ajustan a Derecho y 
complementan la legislación, precisamente, para la atención del crimen organizado. 


SEÑOR LANGÓN.- En realidad, no los he visto, aunque sé que están a estudio; lo que sí conozco es 
un registro de violadores y un aumento de la pena del delito de violación. 


En términos generales, algunos proponen crear un Derecho de excepción lo que, a mi juicio, 
es tremendamente peligroso. Es la lucha entre la eficacia y la legalidad y cabe preguntarse si lo que es 
eficaz funciona, es decir que está en juego el límite entre la libertad y la seguridad. Probablemente, 
resulte mejor un régimen democrático, tal como plantea nuestro Código y este proyecto de ley, pero 
introduciendo algunas disposiciones acotadas, medidas, para determinados casos específicos, con el 
compromiso de que siempre puedan variar, porque la fuerza expansiva es brutal. Por ejemplo, la 
Convención de Viena de 1988 establece que sólo va a funcionar para el tráfico ilícito de drogas, y 
ahora ya lo tenemos para la corrupción, para el tráfico de personas, de órganos, de obras de arte, de 
especies en vías de extinción; en definitiva, para todo delito grave. Entonces, siguiendo esta misma 
línea, también podemos preguntarnos por qué sólo se aplica para los delitos graves como el lavado de 
dinero y no para cualquier delito. La idea es pensar por qué el individuo va a poder negociar con 
productos o bienes que hayan sido provocados por un delito. Entonces, la capacidad expansiva es 
brutal; sólo se iba a castigar a título de dolo directo, es decir, “el que a sabiendas lavare dinero de 
procedencia del narcotráfico”, pero ahora tenemos no sólo al que supiere, sino, además, “el que 
debiere de haber sabido”, “el que no pudiere ignorar”, “el que con ignorancia”. Esto se considera dolo 
eventual, dolo indirecto. Ahora se va por la culpa, por el delito de omisión y por la responsabilidad, ya 
no sólo de los bancos o dependencias financieras, sino de los profesionales, abogados, contadores, 
etcétera. Entonces, esto es una mancha de aceite, que debemos acotar en la medida de lo posible, 
porque hay un proceso de globalización, mundial, del que somos parte, ya que estamos aprobando 
todas las Convenciones -que, a veces, no son acordes a nuestra realidad- que después se traducen en 
normas. Este es un problema enorme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pregunta muy general en el sentido de cómo ve el hecho de 
que se apruebe la parte general separada de la especial. 


SEÑOR LANGÓN.- Se puede hacer lo que plantea el señor Presidente de la Comisión, pero preferiría 
que se aprobara el Código Penal en su totalidad. La parte general nos dejará contentos a los 
Profesores de Derecho Penal, pero los verdaderos problemas están en la sección especial. Hay que 
ver que esa pléyade enorme de leyes especiales debe ser incorporada al Código. Se debe hacer todo 
un trabajo de armonización de las penas, porque no puede ser que el copamiento tenga la misma pena 
que el matricidio. Aparentemente, matar a la madre supone la misma pena que la que se aplica a quien 
copa una casa. Si un individuo copa para violar, comete el delito de violación de domicilio y el de 
violación, y se le aplica una pena menor. Sin embargo, si el individuo copa para hurtar, se hace pasible 
de una pena de veinticuatro años. Entonces, no hay un mínimo de ocho años; y esto rompe los ojos, 
porque no puede ser así. 


Además, al haber quitado la alevosía, hay que reformar inmediatamente las disposiciones 
relativas al homicidio y colocarla como agravante del artículo 311; o, de lo contrario, dejarla como está 
en el Código. Se puede aprobar, pero el Código es una unidad orgánica y sería una buena idea 
incorporarle las leyes especiales. Por ejemplo, la Ley de Delitos contra la Humanidad tendría que ser el 
Título | del Código Penal y después deberían ir los Delitos contra la Patria, manteniendo ese criterio. Lo 
otro sería seguir el criterio de los Delitos contra la Humanidad y los Delitos contra la Vida, colocando al 
final los Delitos contra la Patria. En fin, es un problema de consideración sobre la estructura del 
Código, pero respeto mucho el trabajo de mis colegas, que sé que lo han hecho con ahínco y han 
incorporado una Doctrina muy buena. De todas maneras, reitero que, en mi opinión, preferiría que se 
hiciera un Código Penal y no una parte de él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece al doctor Langón los interesantes aportes que ha 
realizado. 


(Se retira de Sala el doctor Miguel Langón) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 15 y 59 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


